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AUTO Nº                  071 
PROCESO:  Conflicto de competencia.      
DEMANDANTE:  RCI COLOMBIA S.A 
DEMANDADA:  Diego Lizando Mesa Guzmán 
RADICADO: 05001 22 00 000 2022 00406 00 
ASUNTO: Dirime conflicto de competencia 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLIN 

-SALA UNITARIA DE DECISIÓN-  

 

Medellín, trece (13) de julio del dos mil veintidós (2022) 

 

Concita la atención de la Sala dirimir el presente 

conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Tercero 

Civil Municipal de Envigado (Ant) y Segundo Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín en torno a la asunción del conocimiento de la petición 

de aprehensión y entrega de garantía mobiliaria promovido por la sociedad 

RCI COLOMBIA S.A., en contra del señor Diego Lisandro Mesa Guzmán. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1. Ante el primer despacho, el citado demandante 

solicitó que el demandado previamente enunciado, pusiera a su disposición 

“el vehículo EPT 422” que respalda la obligación contentiva en el contrato de 

garantía mobiliaria que constituyó a su favor, atribuyéndole la competencia 

territorial al lugar “donde se encuentra matriculado el vehículo, conforme al 

numeral 7 del artículo 28 del C.G.P y providencia de la Corte Suprema de Justicia”. 

 

Recibida la demanda por el Juzgado Tercero Civil 

Municipal de Envigado, este procedió a su rechazo en providencia del 

quince (15) de febrero del hogaño y ordenó su remisión a su homólogo en el 

municipio de Medellín (Ant), bajo el argumento que como la solicitud de 

aprehensión y entrega del vehículo no se determina por el lugar de 

ubicación del bien, sino por el contrato de prenda, en este caso, como se 

estableció que la obligación del deudor era la tenencia y conservación del 

bien en su poder, se deduce que la ubicación del vehículo será entonces el 
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lugar de la ubicación del deudor, para lo cual tuvo 

en cuenta la dirección que allí se plasmó y determinó que era la ciudad de 

Medellín.  

 

                                    Una vez realizado el nuevo reparto, correspondió el 

asunto, en suerte, al Juzgado Segundo Civil Municipal de dicha 

circunscripción territorial, el cual también rehusó su conocimiento y así lo 

declaró en auto del diecisiete (17) de junio de idéntica anualidad, pues en su 

sentir “En el presente asunto, contrario a lo interpretado por el juzgado que se declaró 

incompetente, estima esta dependencia judicial que, en el poder y en libelo introductor de la 

presente solicitud, es donde se indica, con total claridad, que el domicilio y residencia de la 

persona que constituyó la garantía real, es el Municipio de Envigado. Si bien, aquella 

información no coincide con la señalada en el contrato de prenda y en los formularios 

registrales de la garantía mobiliaria; lo cierto es que con la manifestación expresa de la 

vocera judicial de la parte solicitante, se infiere, que posterior a la suscripción de aquellos 

documentos hubo una modificación en el domicilio del deudor. En virtud de ello, no es 

dable, suponer que el domicilio del demandado es el mismo que el aportado para efectos de 

notificación judicial, toda vez, que ambos no siempre coinciden, como el presente caso, 

donde la demandante estableció que Envigado es el domicilio actual del deudor y, en 

consecuencia, provocó conflicto negativo de competencias del que hoy 

conoce la Sala. 

  

                                   Esbozados los antecedentes y provocado el conflicto 

de competencias, procede la Sala a decidir la controversia, previas los 

siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES. 

 

1. El Estatuto Procesal Civil establece los denominados 

“factores de competencia” como manera de determinar el juez natural del 

proceso. Entre estos factores, se encuentra el territorial, que comprende el 

“fuero” general o personal, el real, y el contractual. La coincidencia de al 

menos dos estos fueros, origina el denominado fuero concurrente, el cual 

deviene en un resultado subsidiario, lo que ocasiona necesariamente, que la 
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competencia del Juez pase a ser determinada a 

elección del demandante; como sucede en los procesos originarios contra 

personas jurídicas, caso en el cual, el demandante tendrá la opción de 

presentar la demanda en el lugar del domicilio del demandado o en el de las 

sucursales o agencias, concurrencias que es predicable, a condición de que 

los hechos genitores de la acción, se encuentren vinculados a aquellas. 

 

                                   Uno de esos factores resulta ser el territorial, para lo 

cual la ley procesal se asiste de los denominados fueros o foros: personal, 

real y contractual. El primero de los fueros, el personal o conocido por la 

doctrina como general, atiende al lugar del domicilio del demandado “actor 

sequitur forum rei”, previsto en nuestro estatuto procesal -C.G.P.-, en su art. 

28, numeral 1º. Este forum domicili rei o domicilio del demandado, es el foro 

establecido como regla general para fijar la competencia por el factor 

territorial, a menos que exista un fuero especial, que lo releve.  

 

                                     2. Ahora, tratándose de las solicitudes encaminadas 

a obtener una orden de aprehensión y entrega del bien sobre el cual recae 

una garantía mobiliaria, es imperante advertir que como se trata de un 

trámite judicial especial y autónomo, la jurisprudencia de la Sala Civil de la 

Corte Suprema de justicia en decantados pronunciamientos, que para el 

caso sub judice me permito citar la ponencia AC2828-2022 del 30 de junio 

del 2022 -Magistrado Sustanciador Francisco Ternera Barrios-, ha 

establecido que: 

 

 Tal circunstancia fija la competencia para conocer de la comentada acción. Ello 
pues, al tratarse este de un proceso en el cual se pretende la aprehensión y posterior entrega 
del vehículo de propiedad del demandado sobre el cual pesa una garantía mobiliaria, es la 
precitada regla la aplicable. De suerte que, la competencia radica privativamente en 
los jueces de la jurisdicción territorial donde se ubica el bien objeto del gravamen, 
descartándose desde cualquier punto de vista la aplicación de otro foro. Sobre el 
tema, la Sala en AC, 18 ene. 2022, rad. 2021-04721-00, en el que reiteró lo dicho en 
proveído CSJ AC, 10 jun. 2019, rad. n° 2019-01769-00, precisó que: 
 
                  «ciertamente se está en ejercicio del derecho real de prenda, a efecto de poder el 
acreedor satisfacer su crédito sin necesidad de acudir a los jueces, salvo, claro está, para que 
se retenga y entregue el bien pignorado y del cual reclama la tenencia. Y en ese orden de 
ideas, la regla de competencia territorial que de manera más cercana encaja en el caso, es la 
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del numeral 7º del referido artículo 28, la que a su vez 
posibilita cumplir con principios como los de economía 

procesal e inmediación, puesto que el juez que mejor y más fácil puede disponer lo necesario 
para llevar a término lo pretendido, sin duda, es al del sitio en el que se halle el bien 
afectado» (CSJ AC2218–2019, 10 jun. 2019) 

 
                           Ahora bien, en el caso en concreto se especificó que «el vehículo se 

encuentra en el domicilio del demandado»1. Sin embargo, en estos casos, por la calidad del 
bien mueble resulta razonable que no se tenga con exactitud la ubicación del mismo. Es por 
ello que, en este tipo de situaciones, esta Corporación ha optado por dejar al 
criterio del demandante la circunscripción territorial en que habrá de ejercer su 
derecho de acción. Al respecto, puntualizó en auto AC2218-2019 que: 
 
                                        «(...) sin que en la solicitud de entrega voluntaria de dicho bien, ni 
en alguna otra de las documentales allegadas se estipule obligación en contrario que pueda 
generar confusión al respecto, lo que irroga al acreedor la liberalidad para solicitar la 
aprehensión y entrega del bien, en múltiples circunscripciones (...). Al respecto, precisó 
recientemente la Sala en un caso con contornos similares, que “si se afirma que el lugar de 
ubicación del bien es el “territorio de la República de Colombia”, esta es una categoría 
integrada por múltiples circunscripciones territoriales, por tanto, tratándose de un 
‘rodante’, cualquiera de ellas puede ser elegida por el actor, conforme a la parte final de la 
regla 28-7 del Código General de. Proceso”» 

 

                            Por su parte, la misma Corporación ha establecido en un 

caso similar que cuando se desprenda la ubicación del vehículo de los 

documentos en los que se respalda la garantía mobiliaria, el fuero que 

deberá tenerse en cuenta para determinar el factor territorial, será la 

ubicación del mueble, tal y como lo decantó la Magistrada Martha Patricia 

Guzmán Álvarez en auto de AC2675-2022 del 23 de junio del 2022, de lo 

cual se cita:  

 

4.Para el caso concreto nótese que, independientemente de cuál es el domicilio de la 
señora Lina María Cano Suarez, lo que permite establecer la competencia en 
este asunto es el lugar de ubicación del automotor, al ser la «privativa» 
para dirimir el conflicto. Siendo así, al margen de que el vehículo esté 
matriculado en una u otra ciudad, lo que realmente importa en este caso es 
la ubicación que de conformidad con la estipulación contractual deba tener 
el bien mueble, por lo que, según lo plasmado en la cláusula sexta, literal i) del 
«CONTRATO DE PRENDA ABIERTA SIN TENENCIA SOBRE VEHÍCULO», 
el deber de la deudora respecto del lugar de ubicación es: «mantener el vehículo 
dentro del territorio de la República de Colombia y solicitar autorización escrita y 
expresa de EL ACREEDOR GARANTIZADO para sacarlo del país». 
 
De conformidad con lo anterior y una vez estudiados los anexos presentados con la 
demanda, se evidencia que la deudora no ha solicitado un cambio de 

                                                 
1 Archivo 010Demanda.pdf. Expediente digital. 
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ubicación del bien, por lo que, siguiendo el 
principio de buena fe contractual, del cual se 

abastece todo negocio jurídico, sin que se informara algo diferente por la 
parte actora, el vehículo debe seguir permaneciendo en cualquier 
circunscripción territorial. 
 
(…) 
 
                            Motivo por el cual, incumbe al demandante radicar la petición con 
base en las reglas fijadas en la ley, y al receptor examinarlas al calificar su 
viabilidad, tanto así que si en esa fase este observa que carece de jurisdicción o 
competencia deberá enviarlo ante quien corresponda (artículo 90 del C.G.P)2, pero 
en ningún momento podrá alterar o modificar el parámetro que inicialmente fijó el 
demandante para atribuir la competencia territorial. 
  

                              2.2 Teniendo en claro los fundamentos fácticos y jurídicos 

llamados a gobernar la resolución del presente asunto, emergen valiosas 

conclusiones, a saber: (i) En el escrito introductorio se advierte que el 

demandante fijó la competencia por el municipio en donde se encuentra 

matriculado el vehículo -Envigado- (ii) que en el documento contentivo de la 

garantía mobiliaria el demandado se comprometió a “informar cualquier 

cambio de domicilio o residencia dentro de los días siguientes a la fecha de su 

ocurrencia, así como cualquier traslado del bien fuera del país, para lo cual deberá 

obtener la autorización expresa por parte de RCI” iii) Que conforme a la 

jurisprudencia en cita el demandante puede escoger la circunscripción 

territorial en que habrá de ejercer su derecho de acción. 

 

En ese orden ideas, el llamado a conocer la controversia suscitada es el 

Juzgado Tercero Civil Municipal de Oralidad de Envigado, por cuanto 

corresponde a la localidad judicial escogida por el demandante, sin que 

resulten válidos los argumentos que expuso el A quo, máxime cuando la 

dirección que aquel tuvo como el lugar de ubicación del demandado fue 

descrita en el acápite de notificaciones, orientación que no puede 

confundirse con el domicilio del demandado, aunado a que en virtud de los 

recientes pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia Sala de 

Casación Civil, tratándose de las solicitudes de aprehensión bastará la libre 

                                                 
2 Corte Suprema de Justicia, AC 1324-2022 Radicación 11001-02-03-000-2022-00766-00 del 31 de marzo del 

2022. M.P Octavio Augusto Tejeiro.  
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elección que realice el demandante para 

seleccionar la circunscripción territorial en la que se desea presentar la 

demanda, pues, de la sola ausencia de estipulación expresa del lugar de 

ubicación del rodante, no es posible colegir su ubicación en razón del lugar 

del domicilio del demandado o del lugar de matrícula del mismo, toda vez 

que no son parámetros suficientes para obtener certeza del lugar donde se 

encuentra el vehículo automotor.  

 

         En corolario, observado el caso en concreto y, con 

sujeción en la norma adjetiva que viene de citarse, además de las 

consideraciones que ha merecido el asunto, encuentra el Tribunal que, con 

prístina claridad, la competencia para conocer de la controversia estudiada 

debe ser atribuida al Juzgado Tercero Civil Municipal de Oralidad de 

Envigado, lugar a donde se ordena enviar la demanda para lo de su cargo. 

 

                                      De esta manera y por las razones expuestas, el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria de 

Decisión Civil, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: DIRIMIR el conflicto negativo de 

competencia suscitado entre los Juzgados Tercero Civil Municipal de 

Envigado (Ant) y Segundo Civil Municipal de Oralidad de Medellín, 

indicando que el competente para conocer de la solicitud de aprehensión 

referida en la motivación, es el primero de los mencionados, al cual se 

ordena remitir las presentes diligencias para que asuma el conocimiento del 

respectivo proceso. 

 

                               SEGUNDO: REMITIR el expediente al Juzgado Tercero 

Civil Municipal de Envigado para que continúe el trámite, ordenándose, 

además, notificar la presente decisión al Segundo Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín. 
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JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

Magistrado 
 

 

 

 

 

 

 


